EL H. CONGRESO DEL ESTADO DE COLIMA, EN SESIÓN DE HOY, TUVO A BIEN EXPEDIR EL SIGUIENTE:

ACUERDO POR EL QUE SE DESECHA DE PLANO LA SOLICITUD PLANTEADA POR EL C. JULIO JAVIER ZENTENO DELGADO, COMO APODERADO GENERAL JUDICIAL PARA PLEITOS, COBRANZAS, ACTOS DE ADMINISTRACIÓN Y DOMINIO DE LA SOCIEDAD MERCANTIL DENOMINADA DISEÑO Y EDIFICACIONES DE COLIMA, S.A. DE C.V. PARA QUE SE DETERMINE LA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE COLIMA, COL., DEJANDO A SALVO SUS DERECHOS PARA QUE LOS EJERCITE EN LA VÍA Y TÉRMINOS EN QUE SEAN PROCEDENTES,  DE ACUERDO AL SIGUIENTES:

R E S U L T A N D O 

Por escrito de fecha 3 de junio del año en curso, recibido en la oficina de correspondencia de esta Soberanía el 5 del mismo mes  y año, presentado por el C. JULIO JAVIER ZENTENO DELGADO, con el carácter de Apoderado General Judicial para Pleitos, Cobranzas, Actos de Administración y Dominio de la Sociedad Mercantil denominada “DISEÑO Y EDIFICACIONES DE COLIMA, S.A. DE C.V.”, comparece a solicitar de esta Soberanía, determine responsabilidad administrativa del Presidente Municipal de Colima, Col., por haber incumplido con la obligación que tiene todo servidor público de salvaguardar la legalidad, imparcialidad y eficiencia que deben ser observadas en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, acompañando al mismo diversas documentales que en copia se nos turnan siendo estas las siguientes: 1.- copia fotostática certificada de la escritura pública número 6556, de fecha 13 de octubre de 2005, pasada ante la fe del Lic. Rafael Verduzco Curiel, Notario Público Número 13 de la Ciudad de Colima, Col., que contiene el Poder Notarial otorgado al compareciente por la persona moral que representa. 2.- legajo formado por las copias de solicitudes de municipalización del fraccionamiento Nuevo Milenio, una de fecha 7 de abril de 2005, acompañada de una relación de adquirentes; fianza otorgada por fianzas insurgentes y copia de otras comunicaciones dirigidas al H. Ayuntamiento relacionadas con el citado fraccionamiento y copia del oficio número DGDUE-344/2008 de fecha 6 de mayo de 2008, suscrito por el Arq. Julio de Jesús Mendoza Jiménez, Director General de Desarrollo Urbano, Ecología y Vivienda del H. Ayuntamiento Constitucional de Colima, Col.,  con el que da respuesta a diversos ocursos enviados por la persona moral compareciente, relacionados con el fraccionamiento Nuevo Milenio, señalándole los requisitos no cumplidos para que sea posible la municipalización del citado fraccionamiento. 3.- legajo que contiene dictamen contable formulado por el C.P. Salvador Orozco Ortega, acompañado de 10 (diez) anexos que según lo manifiesta el ocursante contienen contratos de obra a precio alzado, celebrados por la persona moral citada en relación al mismo fraccionamiento y el último, relativo a las pólizas cheques que han cubierto por el servicio de alumbrado público del fraccionamiento y los comprobantes de pago respectivo.
Con oficio número 2566/08 de fecha 10 de junio de 2008, suscrito por los CC. Diputados Secretarios FERNANDO RAMIREZ GONZALEZ Y GONZALO ISIDRO SANCHEZ PRADO, en cumplimiento al trámite ordenado por el Pleno del H. Congreso del Estado, en la Sesión Pública Ordinaria celebrada en la fecha antes señalada, se turnó a esta Comisión de Responsabilidades la solicitud y documentos mencionados en el resultando anterior, mismos que una vez analizados se resuelve:
Visto el oficio y documentos con que da cuenta el Presidente de la Comisión de Responsabilidades, Diputado José Fermín Santana, tómese nota, ábrase y regístrese el expediente bajo el número 13/2008 del índice de esta Comisión. Por otra parte, como de la lectura integral del escrito de referencia se desprende, que se pide al H. Congreso del Estado su intervención para determinar una responsabilidad administrativa que se atribuye a un integrante del H. Ayuntamiento del municipio de Colima, Col., como lo es el Presidente Municipal, a quien se imputa haber incurrido en actos y omisiones que en opinión del ocursante violan la legalidad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de su trabajo y el denunciante considera “RESPONSABLE EJECUTIVO DEL AYUNTAMIENTO DE COLIMA” y como tal, solicita su inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público, en virtud de que dichos actos implican un daño al patrimonio de su representada; sobre el particular, esta Comisión estima que no ha lugar a proceder en los términos que lo solicita, en virtud de que el H. Congreso del Estado en general y la Comisión de Responsabilidades a quien se turnó su denuncia en particular, carecen totalmente de facultades constitucionales y legales para instaurar un  procedimiento de responsabilidad administrativa contra un servidor público que no depende jerárquicamente del Poder Legislativo del Estado si no de un Ayuntamiento que es una instancia de gobierno que goza de autonomía en los términos de los artículos 115, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 87 de la particular del Estado de Colima, fundándonos para resolver en esos términos, en las siguientes consideraciones:

Las facultades y atribuciones constitucionales con que está investido el Poder Legislativo del Estado de Colima, en materia de responsabilidades administrativas y oficiales, se encuentran acotadas por las fracciones XI y XXXVI, del artículo 33 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima, en relación con lo señalado por los numerales 121 y 122 de la propia Carta Magna Local, mismos que textualmente señalan:

“Artículo 33.- Son facultades del Congreso:

I al X.-……

XI.- Revisar y fiscalizar las cuentas públicas del ejercicio fiscal que le presenten el Gobierno del Estado, los ayuntamientos, organismos e instituciones descentralizados, estatales y municipales, empresas de participación estatal, organismos públicos autónomos y demás entidades, personas físicas y morales que administren recursos públicos, debiendo dictaminar semestralmente el resultado de la revisión de las cuentas públicas del Gobierno del Estado y Ayuntamientos, a más tardar el 15 de noviembre el correspondiente al primer semestre de cada año y el 15 de mayo el que corresponda al segundo semestre.

Para el caso de los organismos descentralizados, paraestatal y paramunicipales que presten servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado y saneamiento, presentarán a la legislatura local el último de febrero, el informe de su cuenta pública del año inmediato anterior aprobada por su Consejo General, debiendo calificarse y dictaminarse anualmente por el Congreso a más tardar el 30 de septiembre del año de su presentación. 

El Congreso deberá expedir el decreto en el que se consigne la conclusión del proceso de revisión y fiscalización de los resultados de la cuenta pública correspondiente, en el que se determine si hubo o no irregularidades o faltas de carácter administrativo, así como de las propuestas de sanción a las que pueden estar sujetos quienes hayan incurrido en responsabilidad alguna.

La revisión de la cuenta pública tendrá por objeto conocer los resultados de la gestión financiera, comprobar si se ha ajustado a los criterios señalados por el presupuesto, así como el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas. Para la revisión de las cuentas públicas, el Congreso se apoyará en la Contaduría Mayor de Hacienda.

Si de la revisión que el Congreso realice aparecieran discrepancias entre las cantidades correspondientes a los ingresos o a los egresos, con relación a los conceptos y las partidas respectivas o no existiera exactitud o justificación en los ingresos obtenidos o en los gastos realizados, se determinarán las responsabilidades de acuerdo con la ley;

XII al XXXV.-……

XXXVI. Erigirse en jurado de acusación en los casos que señala el artículo 122 de esta Constitución; 

XXXVII al XLII.-…..”

“Artículo 121.- Siempre que se trate de un delito de orden común cometido por los Diputados, el Gobernador, los Magistrados del Poder Judicial, del Tribunal Electoral, y el del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, los Secretarios de la Administración Pública Estatal, el Procurador General de Justicia, el Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado, los Munícipes, así como los Consejeros Electorales del Instituto Electoral, el Congreso del Estado, erigido en Gran Jurado, declarará a mayoría absoluta de votos si ha o no lugar a proceder contra el inculpado. (REFORMADO, P.O. 26 DE MARZO DE 1994) Si la resolución fuese negativa no habrá lugar a procedimiento ulterior; pero tal declaración no será obstáculo para que la acusación continúe su curso, cuando el acusado haya dejado de tener fuero, comenzando entonces la prescripción. En caso afirmativo, el acusado quedará por el mismo hecho separado de su cargo y sujeto a la acción de los tribunales comunes. “

“Artículo 122.- De los delitos y faltas oficiales en que incurran los funcionarios a que se refiere el artículo anterior, conocerán el Congreso como Jurado de acusación y el Supremo Tribunal de Justicia, en acuerdo pleno, como Jurado de sentencia. (ADICIONADO, P.O. 14 DE SEPTIEMBRE DE 1996) A los funcionarios a que se refiere el artículo anterior se incluirá el Secretario Ejecutivo del Instituto Electoral del Estado. El Jurado de acusación declarará a mayoría absoluta de votos que el acusado es o no culpable, oyéndolo previamente en defensa. Si la declaración fuere absolutoria, el funcionario continuará en el desempeño de su encargo. Si fuere condenatoria, quedará inmediatamente separado de dicho cargo o será consignado al Supremo Tribunal de Justicia. Éste, erigido en Jurado de Sentencia, oyendo al acusador, si lo hubiere, al Agente del Ministerio Público y al reo, por sí o por medio de su defensor, aplicará a mayoría absoluta de votos la pena que la ley designe.”

De los preceptos constitucionales transcritos se concluye que la única facultad otorgada al Congreso del Estado, en materia de responsabilidades administrativas es la que se deriva de la revisión y fiscalización de las Cuentas Públicas del Gobierno del Estado, Ayuntamientos y de otros Organismos Públicos Paraestatales y Paramunicipales y en el caso de servidores públicos con fuero constitucional únicamente, puede intervenir en materia de juicio político o declaración de procedencia, sin que esas facultades puedan ser extendidas para enjuiciar a los miembros de un ayuntamiento, como se corrobora con lo dispuesto por el artículo 60, fracción IV del reglamento de la Ley orgánica del Poder Legislativo, que dice: 

“Artículo 60.-….. fracción IV.- Conocer, analizar y emitir dictamen en los asuntos relacionados con responsabilidades administrativas provenientes de las auditorias que practique la Contaduría Mayor de Hacienda”

Por su parte, la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, señala en su artículo 45, que la aplicación de las sanciones administrativas será competencia del superior jerárquico del servidor público denunciado y por su parte el artículo 52, fracción V, es muy claro al señalar que la inhabilitación para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público, será aplicable por resolución jurisdiccional que dictará el órgano que corresponda según las leyes aplicables, lo que refuerza el criterio de esta Comisión al determinar la incompetencia de origen que se tiene para conocer de la denuncia planteada.

Contrario a lo señalado por el ocursante, el Presidente Municipal aunque sí es el ejecutor de las determinaciones del cabildo, la aprobación de la municipalización de los fraccionamientos no es una facultad que le corresponda en lo individual a él, si no que, ésta es una facultad del ayuntamiento en pleno como lo señala el artículo 45, fracción II, inciso b, y se refuerza con lo dispuesto por el artículo 47, fracción II, inciso c, que otorga al Presidente Municipal únicamente la facultad de vigilar el cumplimiento de la Ley de Asentamientos Humanos, en la aprobación de programas y declaratorias de provisiones, usos, reservas y destinos de áreas y predios.

Aunque la Comisión carece de facultades tanto para integrar el expediente como para analizar y resolver el fondo del asunto planteado, ello no obsta para que podamos advertir que contrario a las implicaciones vertidas por el denunciante es evidente, que él por su parte no ha hecho valer los recursos legales que le otorgan los artículos 349, segundo párrafo y 403, segundo párrafo, de la Ley de Asentamientos Humanos del Estado de Colima, para que una vez agotados los mismos, pueda acudir ante los tribunales competentes y demandar la acción jurídica que según afirma no le ha sido otorgada, no obstante cumplir los requisitos legales y administrativos necesarios, siendo de advertirse que como se desprende de la copia del oficio DGDUE-344/2008, sí se dio respuesta y se le señalaron las deficiencias de obras y servicios que debe de corregir antes de que pueda procederse a la municipalización de las diversas etapas del fraccionamiento de cuenta.


Por lo anteriormente expuesto se expide el siguiente 

A  C  U  E  R  D  O  No. 5
ÚNICO.- Sin analizar el fondo de la cuestión planteada, por carecer de facultades constitucionales y legales para ello, se determina desechar de plano la solicitud planteada por el C. JULIO JAVIER ZENTENO DELGADO, como Apoderado General Judicial para Pleitos, Cobranzas, Actos de Administración y Dominio de la Sociedad Mercantil denominada DISEÑO Y EDIFICACIONES DE COLIMA, S.A. DE C.V. para que se determine la responsabilidad administrativa del Presidente Municipal de Colima, Col., dejando a salvo sus derechos para que los ejercite en la vía y términos en que sean procedentes.- Notifíquese. 
Dado en el Recinto Oficial del Poder Legislativo a los ocho días del mes de julio del año dos mil ocho.

   C. Gonzalo Isidro Sánchez Prado 

C. Fernando Ramírez González 

              
Diputado Secretario          

       
     Diputado Secretario
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